
HACÍA LA UNIFICACIÓN ADMINISTRA-
TIVA DE LOS SEGUROS SOCIALES

EN ESPAÑA

• ] • ( - • • ;

JL.,/1. denominado problema ele la unificación de los Seguros so'
ciaíes de nuevo se ha convertido en terna de máxima actualidad
con motivo de las normas sobre afiliación y cotización estable--
cidas per Decreto de 29 de diciembre último (:). Responden

(1) De igual fecha son los Decretos un que se determina el concepto de
salario-base, a efectos de la aplicación de los distintos Seguros sociales
obligatorios, se mejoran las prestaciones de vejez e invalidez y se regulan
los gastes de administración del Instituto- Nacional de Previsión. Para faci-
litar al lector el estudio de tan interesantes disposiciones se inserta en un
Apéndice el articulado de las mismas, que, por cierto, no fueron las tínicas
dictadas ese día en materia de Previsión social, ya que otro Decreto de 29 de
diciembre, publicado, como los anteriores, en el Boletín Oficial del Estado
de 10 de enero último, modifica el régimen de Préstamos a la Nupcialidad
y de Premios a la Natalidad, al que otorga el carácter de prestación normal
del Régimen Obligatorio de Subsidios Familiares. Dichos ¡'Préstamos^, desde
el próximo mes de julio, quedarán convertidos rn -Premios a ia Nupcialidad»,
sin obligación, por tanto, de reintegrar su importe. La cuantía de cada uno
de ellos se Jija en dos mil quinientas pesetas, y la suma total de los mismos,
convenientemente distribuidos por provincias, no excederá de treinta millones
de pesetas anuales. Podrán solicitarlos todos los trabajadores solteros o viu-
dos, sin distinción de sexo, que lleven asegurados en el Régimen Obligatorio
de. Subsidios Familiares seis meses como mínimo, dentro del año anterior
a la fecha de convocatoria del concurso, siempre y cuando reúnan lo.s re-
quisitos de edad, salario y demás condiciones que la Orden reglamentaria
que a tal efecto se dicte, determine. A partir del presente-año se aumentan
a quince mil pesetas los Premios nacionales a la Natalidad, que, respectiva-
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éstas al propósito de dar, en parte, vida y realidad a aquella
tendencia coordinadora que desde la aparición de los primeros
Seguros sociales obligatorios constituyó siempre un deseo la'
tente entre nosotros (2).

Ya en el preámbulo se indica que por el momento la coor-
dinación no puede ser completa, entre otras razones, porque
«las circunstancias especiales que concurren en el Seguro de ac-
cidentes del trabajo» obligan z regularlo «con independencia
de los demás», conclusión, en cierto modo, característica de
todas aquellas legislaciones que. por estar inspiradas en las más
diversas doctrinas no permiten considerar la naturaleza socio-
lógica de dicho Seguro en el terreno estricto de la seguridad
social ni tampoco corno problema, exclusivo de previsión de las
empresas.

Adviértase que en nuestro Derecho positivo, al lado del
principio dominante del riesgo industrial figura la iclea de cul-
pa como base cíe responsabilidad (3), que la teoría de la segu-
ridad social aparece reflejada en la obligatoriedad del Seguro
y que hasta la noción del riesgo- social pudiera decirse encuen-

mente, se conceden al matrimonio que haya tenido mayor número cíe hijos
y al que conserve mayor número de hijos, y a cinco mil pesetas el importe
cié cada uno de los premios provinciales.

(.i) INOCENCIO JIMÉNEZ, ÍM, unificación de los Seguros sacudes, cap. V,
Madrid, 1934. V. también Unificación de las Seguros sociales fuera de España,
10,34, de LUKO PEÑA; JORDANA DE POZAS, El principio de Unidad y los 5e-
guros sociales, publicado en !a .Revista de Trabajo», julio-agosto de 1941.

(3) Sancionada por la legislación común como derecho supletorio y espe-
afleamente recogida en los artículos 34 y 4S del Reglamento de 31 de enero
de 1933 al determinar se incremente en un cincuenta por ciento la indemni-
zación que corresponda al trabajador, cuando el accidente ocurra en estable-
cimento u obra cuyas máquinas y artefactos carezcan de los aparatos de pre-
caución reglamentarios o no se hayan adoptado las medidas preventivas or-
denadas en las disposiciones vigentes, lil expresado recargo, a tenor del ar-
tículo 89 de dicho Reglamento, no puede ser materia de seguro.

IO
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tra una forma de expresión en el funcionamiento del Fondo de
Garantía (4).

Aun cuando de esta concepción del Fondo de Garantía, su-
pletorio del Seguro, a las nuevas teorías de la seguridad social
medie, en rigor, un solo paso, no por ello cabe inferir que sea
labor sencilla y desprovista de dificultades la de ajusfar el or-
denamiento jurídico a la tesis de que a la comunidad es a quien
corresponde atender y suplir las deficiencias de sus individuos
y que la ayuda, socorro y protección que el inválido del traba'
jo precisa constituye un riesgo para la sociedad que ha de cu-
brirse mediante un adecuado sistema de Segure obligatorio.

Tales obstáculos o dificultades guardan un estrecho para-
lelismo con ios que hubieron de vencerse en el curso evolutivo
de la doctrina, ya que ésta tampoco se completó sinc en virtud
de un largo proceso, a través del cual —refiriéndonos tan sólo a
la línea del pensamiento iaimo-americanc— íué preciso, en
primer término, aligerar el principio dei riesgo profesional del
peso de la concepción económica que sobre el mismo gravita-
ba (5), consecuencia, sin duela, de la vieja teoría del «patrono
deudor de seguridad» (6), para así desembocar en un concepto
cíe ((custodia social», basado en la idea que aun cuando la asis-
tencia es debida por el Estado, el cumplimiento de dicha fun-
ción resulta delegada en el empresario (7), y llegar más tarde

(4) PÚRE7. BOTIJA, Curso de Derecho del Trabajo, Madrid, 1948, pági-
nas 242, 243 y 493.

(5) J. BIÍRNALDO DE QUIRÓS, El Seguro Profesional y el Seguro Social, en
el aBolctín» provisional número 7 del Comité Interamcricano de Seguridad
Social, Montreal, 1945.

(6) PAUL Pie, Les asswances sociales, París, 1913.
• (•/) MANUEL ALVARKZ, Derecho obrero, Madrid, 1933. Esta tendencia guar-

da algunos puntos de contacto con la teoría de la «responsabilidad por riesgo
de autoridad): mantenida por la doctrina y jurisprudencia francesa. Vid. KOUAST-
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a la tendencia corporativa de la solidaridad social (8), y a la
doctrina en que la responsabilidad individual del patrono cede
el paso al principio de una responsabilidad colectiva y el ries-
go profesional se transforma en riesgo social (q); riesgo social
que, entre* todos —empresa, trabajador y Estado—, ha de so-
portarse (i o).

Evidente que sin el desplazamiento definitivo de la teoría
del riesgo profesional por la doctrina de la seguridad social se-
ría sumamente difícil, por nG decir de todo punto imposible,
llevar a cabo la unificación del Seguro de accidentes del trabajo
y enfermedades profesionales con los restantes Seguros sociales.
Prueba de ello es que, en principio, la Oficina Internacional del
Trabajo no consideró el Seguro cíe riesgos profesionales cerno
auténtico Seguro social hasta el punto de que en el Convenio
numero ::j del año ̂ 925 se limitó a acordar que ías legislacio-
nes nacionales insertaran las disposiciones que, dadas las con-
diciones particulares de cada país, fueran más adecuadas para
asegurar en todas ías circunstancias el pago ele la reparación
debida a las víctimas de accidentes y a sus derechohabientes y
garantizarlos contra la insolvencia del patrono o del asegura-
dor, posición plenamente superada en la Conferencia de Fila-
delfia de 1944 al mantener la tesis de que el Seguro de dichos
riesgos profesionales no debía quedar al margen de la obra co-

DURAND, Traite du Droii des accide.nts du travail; SÁCHF.Z, Traite des acci'
dents et maladies professionellcs.

(8) RAGGI AC;EO, Fundamentos de la responsabilidad patronal en los ac-

cidentes del trabajo, «Revista del Colegio de Abogados de la Habana.), 1938.
(9) XAVIER LOPES, OS acidentes do trubalho e os Institutos de Previdencia

Social, Río de Janeiro, 194?..
(10) DRVEALI, Crisis de Ul teoría del riesgo profesional, «Revista de Derecho

del Trabajo», 1946, pág. 105, y 1947, pág. 336; KROTOSCHIN, Instituciones
de Derecho del Trabajo, Buenos Aires, 1947; PÉREZ BOTIJA, ob. cit.
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«dificadora del Seguro social y recomendar la entrada del mis'
mo dentro del sistema, único del Seguro general, suprimiendo,
de esta manera, la dualidad existente {i i).

La Conferencia Interamencana de Seguridad Social, en
su segunda reunión celebrada en Río ele Janeiro del 10 al 22 de
noviembre de 1947, a- estudiar las cuestiones relativas a dicha
integración (12), no sin antes hacer constar que imperativos de
carácter técnico, económico y social, «indican la necesidad de
la unificación de los diferentes Seguros dentro del Seguro so-
cial, con cobertura 'integral que proteja al trabajador y a su
familia en tocias las contingencias que puedan presentarse du-
rante su existencia», puso de manifiesto que esa «totalidad de
amparo» puede llevarse a efecto mediante tres formas: por
coordinación, simplificación y unificación.

Supone la primera de ellas ida reunión en una sola legisla-
ción y una sola institución ele todos los riesgos existentes en la
vida humana, comprendiéndose a los accidentes del trabajo y
las enfermedades profesionales, dando como resultado la lla-
mada unificación legislativc-admimistrativa» ^13).

implica la segunda forma «la supresión del riesgo profe-
sional como entidad distinta de les otros riesgos y aceptando
a la enfermedad, a la invalidez y la muerte sin diferenciarlas,

(11) Informe IV: «Seguridad Social. Principios y problemas resultantes
de la guerra», Montreal, 1944.

(12) Informe II: <E1 Seguro de Riesgos Profesionales», Montreal, 1947.
(13) Tal fue la orientación seguida en el Código alemán de Seguros socia-

les, obra de KASKEI., fundamentalmente. A dicho Código se refiere INOCENCIO
JIMÉNEZ en el capítulo IV de la monografía antes citada. Vid. también Les
problema generan?; Je l'Assumnce Social, publicación del <.B. I. T.», Gine-
bra, 19Í5, y los estudios de PRIBRAM, Le probltíme de l'urJfication des assu-
ranees sociedes, e.n la «Revista Internacional de Trabajo», vol. XI, pág. 320,
y KRZECZKOWSKI, Les assurances cí la legislatíon iniernationale, en la misma
Revista, vol. VIII, pág. 688.
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atendiendo a la causa que las origina, pero conservándose estas
últimas entidades diferenciadas, juntamente con la materni-
dad, paro y cesantía».

La última forma adopta la «teoría pura e integral del Segu-
ro social que no concibe más que un solo riesgo i el de la pérdi-
da de la posibilidad ele obtener una ganancia que imposibilita
el sustento obrero, y en ía que se realiza la verdadera y com-
pleta unificación del Segure social» (14).

Como etapas a cubrir en el proceso de unificación del Se-
guro de riesgos profesionales dentro de las instituciones de Se-
guridad social, el informe, después de subrayar una vez más el
hecho de. que la incorporación del régimen de riesgos en el tra-
bajo al sistema de Seguridad social es el paso primero y funda-
mental que deben dar aquellos países que aun cc^nservan esta
separación, señala como fase inmediata la relativa ai problema
que plantea la diferenciación de primas, según peligrosidad de
industria y de empresa, diferenciación que bien puede mante-
nerse en escalas con grados de riesgo de poca amplitud, a
fin de que se simplifique el procedimiento y -utilizar esta me-

(14) Defendida ya por COHÉN, Les organes culministratifs de l'assurance
social, «Revista Internacional de Trabajo», vol. XI, pág. 512. Caso típico de
esta unificación integral son los de la U. R. S. S., que1 en el Código de Tra'
bajo de 15 de noviembre de 1922 y Ordenes de 13 de febrero y de 2S de
diciembre de 1938 rechazó la división que suele hacerse del Seguro social en
Seguro de Enfermedad, de Accidentes, de Invalide/, de Vejez y de Viude'
dad y Orfandad, al reducir a dos grandes grupos todos los gastos o presta-
ciones del Seguro, a saber: 1), protección en caso cié incapacidad temporal,
y 2), protección en caso de incapacidad permanente (DÉNEs BIKKAL, El Seguro
Social en Rusia, artículo publicado en el «Boletín de Información de! Insti'
tuto Nacional de Previsión», atjostO'Septiembre de 1946), y también el de
Grecia, que por Ley de 24 de septiembre de 1934 abolió el «Seguro-accidente»
como rama especial del «Seguro social» sobre la base de que si ei accidente
ocasión?, incapacidad temporal será indemnizado como enfermedad, y como
invalidez, si es permanente la incapacidad que el mismo origine.
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vilidad de primas en favor de las industrias que ofrezcan me'
jores condiciones de higiene y seguridad.

Seguidamente se refiere a la sustitución de la prima única
patronal por la aportación tripartita con objeto de lograr el
adecuado sistema de solidaridad económica y social que supo-
ne el Seguro social, en el cual la parte que corresponde al sec-
tor obrero podrá reducirse lo más posible a expensas de la cuo-
ta del Estado o de la gran industria. En los servicios médicos
estima conveniente efectuar desda un principio 3a unificr.ciéa
para que en las mismas instituciones y servicios (hospitales, clí-
nicas, puestos de socorro, asistencia a domicilio, etc.) sean aten-
didas, tanto las enfermedades naturales o comunes como los
accidentes y las enfermedades derivadas del trabajo.

En el aspecto administrativo, y en tanto se conserve el
financiamiento autónomo y la diferenciación de primas, según
la peligrosidad, estima debe establecerse un sistema de conta-
bilidad propio para el Seguro de riesgos profesionales, que se
simplificará a medida que se evolucione hacia el riesgo único y
la prima única; y, por último, en el aspecto técnico estime, ha-
brá de conservarse un sistema de calificación para la profesio-
nalidad, incapacidades permanentes, determinación de grado
de riesgos, etc., mientras subsista el riesgo profesional diferen-
ciado, servicios que igualmente se irán simplificando a medida
que se avance en el establecimiento de la moderna doctrina uni-
taria de la Seguridad social.

Mas el Decreto de 29 de diciembre de 1948, lejos de abor-
dar toda esta serie de complejas y profundas modificaciones
que hubiera sido indispensable introducir en el actual Seguro
de accidentes del trabajo, opta por mantenerle intacto y al mar-
gen de sus disposiciones unificadoras que, dicho sea de paso,
tampoco alcanzan a la totalidad del régimen de Subsidios fa-
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miliares, ya que, como asimismo se expresa en ei preámbulo,

eí hecho de que éstos sean aplicados con la máxima extensión,

«sin tener en cuenta el concepto estricto de trabajador, da lu-

gar a que sea necesario conservar ciertas de sus peculiaridades».

Á las razones que se aducen para justificar el limitado ám-

bito de la reforma bien cabría añadir, por su indiscutible va-

lor, las que derivan del volumen e importancia que progresiva-

mente van adquiriendo ciertas instituciones de previsión pro-

fesional obligatoria, en atención a las cuales tampoco hubiera

sido oportuno orientar la corriente integradora por otros cau-

ces más ambiciosos.

Se ha querido presentar a dichas instituciones come formas

de un concepto clásico propio de las primeras etapas del Segu-

ro social, en trance de abandono, incluso por aquellos países,

como Argentina, que no obstante haber seguido tal orientación

viran en redondo hacia un tipo de Seguro nacional; y hasta se

ha tachado de injusto todo Seguro de carácter profesional por

tratarse de un sistema que descansa en un desigual reparto de

cargas y en una desigualdad de prestaciones (15).

Sin perjuicio de dedicar en otro momento una mayor aten-

ción al análisis de la naturaleza y razón de ser de los Monte-

píos y Mutualidades laborales, parece, sin embargo, convenien-

te poner ahora de manifiesto que en las censuras dirigidas con-

tra los mismos para nada se ha tenido en cuenta el que las ins-

tituciones de previsión, tanto profesionales como interprofesio-

nales, son consideradas en las Encíclicas y documentos ponti-

ficios como valiosos instrumentos para llevar a cabo los más al-

(15) MARTÍ BLTir.L, Presente y futuro del Seguro Social, Madrid, 1947,
páginas 165 y sigs.

i O
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tos ideales de la justicia social y que, aparte de no existir, en

principio, incompatibilidad alguna entre el «Seguro nacional»

y el «Seguro profesional», tampoco cabría establecerla citando

el ejemplo de la República Argentina, donde precisamente el

Seguro profesional se viene considerando como el camino más

adecuado para logar la unificación integral de todos los siste'

mas jubílatenos nacionales (16).

Es incuestionable que un régimen de corporativización,

por profesiones, de la Seguridad social, lejos de suponer una

regresión a las primitivas formas de previsión obligatoria, pO'

drá ofrecer amplia base y servir de punto de partida a uiterio'

(ió) Si bien las Bases VII y VIII relativas a las Cajas de Jubilaciones im-
plicaban un cambio de rumbo con respecto a las mismas, es de advertir, sin
embargo, las aclaraciones de que fueron objeto, con posterioridad a la
publicación del Plan de Gobierno, en el sentido de que la implantación
del Plan propuesto sobre Seguro social se llevaría a la práctica sin perjuicio
del mantenimiento y subsistencia de las actuales Cajas de Jubilación, que con-
tinuarían recibiendo nuevas afiliaciones, y que el Congreso ratificó el ar-
tículo 65 del Decreto-ley 29.176/44, que literalmente dice así: «Den-
tro del plazo de dos años, a contar de la vigencia de este Decrete
ley, el Instituto Nacional de Previsión Social estudiará y proyectará, en su
caso, las bases económicas y legales de un régimen general y uniforme de
retiro o indemnizaciones que comprenda a las Cajas existentes, mediante los
ajustes financieros y legales que corresponda, debiendo cumplir su cometido
sin disminuir las prestaciones vitales mínimas que acuerden las leyes vigentes
y tratando, en lo posible, de aumentar las insuficientes. Deberá, además, es-
tudiar y proyectar la extensión de iguales beneficios a los gremios y acti-
vidades actualmente desprotegidos, la creación de los organismos correspon-
dientes y la forma de su ingreso al Instituto Nacional de Previsión Social.
El Instituto Nacional de Previsión Social elevará a la consideración del Poder
ejecutivo todos los antecedentes y el resultadj de los estudios que realice y
los anteproyectos que formule de acuerdo a las bases precedentemente esta-
blecidas.» (Vid. «Boletín» mensual del Instituto Nacional de Previsión Social,
número 3, diciembre de 1946, págs. 6 a 14, en las que se reproduce el in-
forme que el Consejo de Asesores solicitó del Instituto para la aplicación
del Plan quinquenal de Gobierno.)
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res sistemas y procedimientos de unificación de los Seguros so'
cíales; haciendo además viables de modo inmediato muchas
de las transformaciones que habrán de operarse en el Seguro
de accidentes del trabajo, en especial todas aquellas que en su
caso hayan de llevarse a efecto durante las primeras etapas, a
fir de simplificar, progresivamente, la actual diferenciación de
primas que como consecuencia lógica del riesgo profesional,
asimismo diferenciado, habrá que mantener mientras éste sub-
sista.

Tan espléndido margen de posibilidades queda respetado
en el Decreto que, en su articulado, no sobrepasa el propósito,
no por modesto menos urgente y necesario, de facilitar a las em'
presas el cumplimiento de sus obligaciones. Así se explica que
en algunos puntos la acción unificadora quede reducida al mí'
nimo indispensable para obtener tan beneficioso reajuste, y
que al plantearlo se hayan eludido determinadas cuestiones
que si en el orden doctrinal motivaron brillantes controversias,
no siempre permitieron la adopción de medidas de carácter esen-
cialmente práctico.

Ni la concepción del Seguro único, basada en la fusión de
riesgos o en el más avanzado principio del «riesgo único, pri-
ma única», ni el sistema de un Seguro completo logrado por
mera yuxtaposición o mediante coordinación orgánica de di-
versos tipos de Seguros, ni la orientación más moderna de una
conjunta consideración de riesgos, puede afirmarse que hayan
tenido influencia decisiva en la regulación que nos ocupa, al
parecer guiada, primordialmente, por la idea de suprimir cuan-
tos obstáculos se oponían a la instauración de un procedimien-
to unitario de afiliación y pago de las cuotas de los Seguros de
Vejez e Invalidez y Enfermedad y del Régimen de Subsidios

18
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familiares, con respecto a un amplio sector de trabajadores por
cuenta ajena (17).

El Decreto en nada afecta a las normas especiales de Pre'
visión social que se aplican a los funcionarios del Estado, Pro-
vincia y Municipio, y de manera expresa, también declara sub-
sistentes aquellas otras que regulan un proceclimiento.de cuota
única establecido sobre base distinta a la retribución del traba-
jador (í8). Asimismo, y al propio tiempo que mantiene
el extenso campo de aplicación del Régimen de Subsidios
familiares, cleíermin^ que tantc k. obligación ele. afiliar 2. ests
régimen al personal con rentas de trabajo superiores a dieciocho
mil pesetas, como la de satisfacer las cuotas a él correspondien-
tes, se hagan efectivas con independencia de las que hayan de
cumplirse en consideración a los demás trabajadores compren-
didos en la esfera por el Decreto unificada. Como consecuen-
cia de tales salvedades o excepciones, resulta que, en rigor, di-
cha esfera se contrae a los trabajadores por cuenta ajena, tan-
to manuales como intelectuales, mayores de catorce años, ya
sean fijos, eventuales o a domicilio, cuyas rentas de trabajo no
excedan del límite indicado, y siempre que no estén incluidos
en alguna de las expresadas ramas o regímenes especiales (19).

(17) Uno de los más graves era, sin duda, el artículo 139 del Reglamento
del Seguro de Enfermedad aprobado por Decreto de 11 de noviembre de 1943,
en el que las rentas de trabajo a efectos de determinación de prima y pago
de indemnizaciones se clasifican en grupos o clases, apartándose de la orien-
tación seguida en los restantes Seguros sociales en los que jamás se observó
tal criterio de clasificación.

{18) Así ocurre con los trabajadores agropecuarios, los ocupados en las
actividades de la pesca, con el personal empleado en la recolección y mani-
pulación de la naranja y con el de la industria resinera.

(19) El Decreto comprende no sólo a los trabajadores españoles, sino
también a los subditos hispanoamericanos, portugueses, filipinos y andorra-
nos que ejerzan actividades laborales en España, y a los de los restantes
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El procedimiento de cotización adoptado en el Decreto res-
ponde, corno es lógico, al sistema de cuota única, cuya cuantía,
a partir del día i.° de julio próximo, se fija en una cantidad
equivalente al 18 por ioo de la retribución o salario'base que
perciban los trabajadores asegurados-, distribuido en la siguien*
te forma; el 13 por 100 a caigo de las empresas y el 5 por 100
restante que será satisfecho por los trabajadores. Dicho tipo
uniforme se fracciona y descompone, a su vez, en función de ios
sep-uros de Vejez e Invalidez, de Enfermedad y del Régimen
de Subsidios familiares. Al regular tai fraccionamiento se han
introducido las modificaciones que aparecen reflejadas en el si'
guíente cuadro:

-o
2" *-t

ni
9-3

Seguro de Vejez e Invalidez I 3

Seguro de Enfermedad I 8

Subsidio familiar 6

Totales I 17
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De esta manera, y merced al criterio observado al reajus-
tar la distribución de los nuevos porcentajes, se ha conseguido
mantener invariable la suma de los tipos que se aplican para
determinar las cuotas del trabajador, y que el total de los co'
rrespondientes a la empresa tan sólo quede incrementado en el
1 por 100.

países, cuando existan Tratados o Convenios sobre el particular, o una reci-
procidad pactada o expresamente reconocida (artículo i.u).
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LA UNIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DE I.OS SEGUROS SOCIALES

Sin profundizar en los elementos de carácter técnico que
hayan podido servir de base a la reforma, no resulta tampoco
difícil, dentro de un examen superficial de la misma, estimar, en
principio, totalmente justificados algunos de sus aspectos, entre
otros, la elevación cíe ia prima del Seguro de Enfermedad, toda
vez que a partir del i.° de julio será liquidada sobre el salario
o retribución percibida por el trabajador y no sobre los salarios
resultantes de la rígida clasificación establecida en el artícu-
lo 1.59 del vigente Reglamente- ele dicho Seguro. De igual
modo cabría explicar el hecho de que para obtener la adecua-
da cobertura del riesgo no haya habido que recurrir s un au-
mento mayor de la prima, teniendo en cuenta la nueva orde-
nación que en punto al salario-base comenzará a regir en la
fecha indicada, conforme a lo prevenido en otro Decreto, tam-
bién de 29 de diciembre, complementario del que nos ocupa
por constituir en realidad el eje fundamental del sistema.

El citado Decreto, en materia de tanto interés e importan-
cia, trata de imponer con análogo sentido de uniformidad el
criterio para determinar cuáles sean los haberes, devengos y re-
muneraciones por los que además del salano-base hayan de sa-
tisfacerse las cuotas o primas de todos los Seguros y Subsidios
sociales obligatorios, sin excepción; de ahí que el ámbito de
sus normas se extienda, también, al Seguro de Accidentes del
Trabajo, al de Enfermedades profesionales y a los encomenda-
dos a los Montepíos y Mutualidades laborales, a pesar de en-
contrarse unos y otros al margen de la tendencia coordinadora,
por el momento, exclusivamente referida, como antes se dijo,
a un determinado sector del campo de aplicación de los Segu-
ros de Vejez e invalidez y Enfermedad y del Régimen de Sub-
sidios familiares.
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Su articulado ofrece la novedad de que en él se enumeran
las retribuciones que por ser complemento del salario'base y
revestir carácter remuneratorio estarán sujetas a cotización, mé'
todo distinto del observado en el Decreto de 12 de marzo de
1948, que se limita a enunciar los conceptos exceptuados de la
misma. De esta manera pretende lograrse la máxima claridad
y precisión en los contornos de la base liquidable y evitar el
sinnúmero de dudas que suscita el régimen en vigor. Sin em-
bargo, no sería muy aventurado emitir un juicio acerca de las
posibilidades que se abren para alcanzar la finalidad propuesta,
toda vez que la enunciación de los conceptos incluidos no se
adapta al sistema del «numerus clausus»; muy lejos de ello, el
apartado m) del artículo 2.", comprende también «los demás
ingresos de carácter eventual o extraordinario establecidos por
las reglamentaciones de trabajo que tengan el carácter de com-
plementarias del salario», con lo cual la uniformidad queda a
lo sumo referida a la esfera particular y concreta de cada regia'
mentación.

Cuestión mucho más trascendental dentro del reajuste de
la prima o cuota única es, a todos los efectos, la relativa a la
transformación del actual Seguro de Vejez e Invalidez. El frac-
cionamiento de aquélla ha sido utilizado para convertir en con-
tributivo dicho Seguro y alejar a sus prestaciones de esa idea
de asistencia que las mismas, al menos aparentemente, tenían
que revestir a los ojos del trabajador, dado que éste no estaba
obligado a realizar resembolso alguno para comenzar a perci-
birlas tan pronto como cumpliera la edad reglamentaria. El
sentido educativo de la reforma es bien patente y manifiesto
por las mismas consideraciones que ya Lord Beveridge expuso
en su famoso Plan al insistir en la conveniencia de que en nin-
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gún caso los fondos del Seguro pudieran ser considerados como
fuente inagotable de recursos económicos (20).

La medida alcanza también a los trabajadores incluidos en
el Régimen especial agropecuario, y ello en virtud de otro De-
creto, asimismo de 29 de diciembre, que al igual que los dicta'
dos en esa fecha sobre Seguros y Subsidios sociales, entrará en
vigor el día 1." de julio del año en curso. En este otro Decreto,
en atención a los nuevos ingresos que resultan arbitrados con
la participación de los trabajadores en la constitución de los
fondos necesarios para otorgar las pensiones o subsidios de ve-
jezf aumenta el importe de los subsidios de vejez que, como
mínimo, alcanzarán la suma de ciento veinticinco pesetas men-
suales para quienes reúnan las condiciones de edad, plazos de
carencia y demás requisitos exigidos en el régimen aplicable.

La mejora alcanza a todos les ancianos que tengan reco.no-
cido o a quienes se reconozca en lo sucesivo el derecho al perci-
bo del Subsidio de Vejez, tanto si pertenecen al censo general
de subsidiados como a los especiales establecidos por el Minis-
terio de Trabajo, representando, por consiguiente, un conside-
rable avance en el cumplimiento del último inciso del núme-
ro 2 de la Declaración X del Fuero del trabajo (21). Debe ad-
vertirse que, en tal sentido, no es el único logrado en el Decre-
to, ya que en el último párrafo de su artículo 3." dispone que,
acreditados sesenta meses de cotización, con participación obre-
ra, el importe del subsidio se elevará a ciento setenta y cinco
pesetas mensuales, y alcanzará un tope de doscientas pesetas

(20) V. Social Insurance and Allied Services, parte I, núm. 22, Lon-
dres, 1942.

(21) En él se determina que «He modo primordial se atenderá a dotar
a los trabajadores ancianos de un retiro suficiente».
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cuando dicho período de cotización supere los ciento veinte

meses, en el caso de los trabajadores fijos, requiriéndose el trans-

curso de plazos equivalentes al doble de los indicados, siempre

que se trate de trabajadores eventuales.

Las facilidades que se otorgan a ias empresas en orden a la
afiliación de sus trabajadores y al ingreso de las cuotas que en
razón a los mismos hayan de satisfacer, sea llevadas al máxi-
mo dentro del régimen próximo a instaurarse que amplía a los
Seguros de Enfermedad y de Vejez e invalidez ei sistema de
delegación implantado por Decreto de 12 de marzo de 1942
para el Régimen de Subsidios familiares; en su virtud, las em-
presas que al mismo se acojan podrán realizar la recaudación
de cuotas correspondientes al personal a su servicio, el pago de
los Subsidios familiares y el de las prestaciones económicas del
Seguro de Enfermedad y la liquidación con el instituto Nació'
nal de Previsión del resultado de su gestión delegada, ingrc
sando o reclamando del mismo la diferencia existente entre el
importe de la cuota única y el de las prestaciones económicas
efectuadas por su conducto. De igual modo autoriza a las em-
presas para que satisfagan la cuota única, bien directamente a
dicho Instituto Nacional o utilicen como gestoras de esta ope-
ración a las entidades colaboradoras del Seguro obligatorio de
enfermedad, especialmente autorizadas por el Ministerio de
Trabajo, previo depósito de la fianza que, a tal efecto, se esta-
blezca, y de acuerdo con las normas que sobre el particular se
dicten.

Es incuestionable que el nuevo sistema, además de simpli-
ficar los trámites administrativos a cumplir por las empresas y
los asegurados en plazo no muy largo, permitirá adoptar pro-
cedimientos de gestión en que cualquier duplicidad de actua-
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ciones quede suprimida, con la consiguiente reducción en las
cantidades que hayan de destinarse a cubrir tales atenciones.
Todo ello ha sido tenido en cuenta en otro Decreto de igual
fecha que los antes citados, y que viene a completar el marco
en qua se encuadra la tendencia coordinadora de los Regímenes
de Seguros y Subsidios sociales. En sus disposiciones se fijan
las detracciones máximas que sobre la recaudación de cuotas
o primas y sobre los pagos de prestaciones de tales Seguros po-
drá utilizar el Instituto Nacional de Previsión para sus gastos
de administración. Estos, además, de aminorarse en los ejerei^
cios de 1950 y 1951, de acuerdo con los tipos señalados en eí
Decreto, experimentarán una nueva disminución a partir de
i.° de enero de 1952, en la forma taxativamente regulada en
el Decreto y, en todo caso, los excedentes que en dicho con-
cepto se obtengan, después de satisfechas las obligaciones que
señalan los presupuestos de gastos del expresado organismo, se
destinarán a incrementar los fondos de los distintos Seguros
sociales, al objeto de aplicarlos, previa disposición ministerial,,
en la mejora de sus prestaciones.

Sin descender a más detallada consideración, tal es, en sín-
tesis, el contenido de las últimas disposiciones dictadas sobre
unificación de las normas de procedimiento y de aquellos otros
extremos que lógicamente presupone cualquier propósito coor-
dinador de los trámites del mismo.

Para enjuiciar con exactitud el auténtico significado de la
reforma es obligado tener en cuenta el sentido de transitorie-
dad que el propio Decreto básico le atribuye al presentarla
como una de las etapas preliminares que han de cubrirse para
lograr en su día la meta de un sistema de Seguro total, seña-
lada en la Declaración X del Fuero del Trabajo.

Por ello no es en la serie de obstáculos que en el orden téc-
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nico y en el práctico hayan de vencerse para reglamentar las
múltiples cuestiones que suscita la implantación del nuevo sis-
tema, ni en los beneficios que éste pueda reportar, donde radi-
ca el máximo interés de la reforma, sinc en el hecho de que el
avance que la misma representa, am?. antes de lograrlo, ya se \z
considera como realidad, en trance de superación, impuesta por
la marcha incesante hacia aquel ideal de justicia.
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